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RECURSO 13/2026 
RESOLUCIÓN 31/2026 
 
 
Resolución 31/2026, de 19 de febrero, del Tribunal Administrativo 
de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 13/2026, 
interpuesto por Ambar Telecomunicaciones, S.L. contra su exclusión 
en el procedimiento de contratación de un servicio de protección de 
la navegación web corporativa en la nube, licitado por la Consejería 
de Movilidad y Transformación Digital de la Junta de Castilla y León 
(expediente A2025/003620). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 20 de octubre de 2025 se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP) el pliego de cláusulas administrativas 
particulares (PCAP), el pliego de prescripciones técnicas (PPT) y demás 
documentación relativa al expediente de contratación de un servicio de 
protección de la navegación web corporativa en la nube (expediente 
A2025/003620). 
 

Segundo.- Por resolución de la mesa de contratación, de 18 de 
diciembre de 2025, se acuerda excluir a Ambar Telecomunicaciones, S.L., de la 
licitación por vulnerar la cláusula 20 del PCAP al incluir en el sobre 2 “referencias 
claras y evidentes al contenido de la oferta de criterios automáticos que 
formarán parte del sobre 3”. 
 

Tercero.- El 14 de enero de 2026 D. yyy, en representación de Ambar 
Telecomunicaciones, S.L., interpone recurso especial en materia de 
contratación contra la referida resolución de exclusión.  
 

Cuarto.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 
del órgano de contratación de 16 de enero de 2026 en el que, por los 
argumentos expuestos, se propone la desestimación del recurso.  
  

Quinto.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, no consta la 
presentación de alegaciones. 
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II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  
 

3º.- El recurso se ha interpuesto frente a la exclusión de un licitador en 
un contrato de servicios cuyo valor estimado (1.210.000 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44, apartados 1.a) y 2.b) de la LCSP, que 
consideran actos de trámite cualificados los actos de la mesa o del órgano de 
contratación por los que se acuerde la exclusión de ofertas. 

 
Hay que tener en cuenta que según doctrina reiterada de este Tribunal 

(entre otras, la reciente Resolución 183/2025 y las resoluciones 76/2022, de 2 
de junio, 124/2021, de 9 de septiembre, o 33/2018, de 4 de mayo) la LCSP 
permite dos posibilidades de impugnación de los actos de exclusión: 

 
- El recurso especial contra el acto de trámite cualificado, que 

podrá interponerse a partir del día siguiente a aquél en el que el interesado 
haya tenido conocimiento de la posible infracción (artículo 50.1.c de la LCSP).  

 
- El recurso especial contra el acto de adjudicación, que podrá 

interponerse en el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente 
a aquél en el que se notifique la adjudicación (artículo 50.1.d de la LCSP).  

 
Estos dos posibles recursos no son acumulativos, sino que tienen 

carácter subsidiario, de manera que en el caso de que no se notifique 
debidamente al licitador su exclusión del procedimiento este podrá impugnarla 
mediante el recurso que interponga contra el acto de adjudicación.  

 
En este supuesto, del expediente remitido consta que la resolución por 

la que se excluye a la recurrente se notificó el 26 de diciembre de 2025 y que 
la recurrente interpuso recurso especial contra la misma el 14 de enero de 
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2026. Por tanto, el recurso contra la exclusión se ha interpuesto en el plazo de 
quince días hábiles a contar desde la fecha de notificación 
  

4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la resolución impugnada se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares y al pliego 
técnico que constituyen la ley de contrato, tal como viene afirmando 
reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 
En el supuesto analizado, la mesa de contratación en la sesión celebrada 

el 18 de diciembre de 2025 acordó excluir a la recurrente por anticipar en el 
sobre 2 relativo a los criterios dependientes de un juicio de valor información 
concerniente a un criterio automático que debía incluirse en el sobre 3. 

 
Antes de analizar los argumentos expuestos por la mesa de 

contratación, conviene precisar que no consta publicada en la PLACSP el acta 
de la mesa de contratación correspondiente a la sesión celebrada el 18 de 
diciembre de 2025 ni el resto de actas. En el expediente remitido consta el 
acta n.º 3 (documento 38) relativa a la expresada sesión de 18 de diciembre 
de 2025, en la que la mesa valora los criterios dependientes de un juicio de 
valor y asume el informe técnico de 10 de diciembre de 2025. Sin embargo, 
nada se dice respecto a la exclusión de la recurrente. Los argumentos que 
justifican la exclusión aparecen detallados en la notificación de la exclusión 
que adjunta la recurrente como documento nº. 2. 

 
Una vez sentada esta cuestión previa, la notificación de la exclusión 

señala que la recurrente “en la página numerada 16 del documento `Memoria 
tecnica fr´, indica: `Sin embargo, el Sandbox que utiliza la ACCyL, 
FortiSandbox on-premises, propio de FORTINET, que cuenta con integración 
nativa completa dentro del ecosistema FortiSASE, permite personalizar 
detalladamente las máquinas virtuales usadas para el análisis y detonación de 
posibles malware, adaptando configuraciones especificas a sus necesidades 
para maximizar la eficacia en detección y mitigación de amenazas avanzadas. 
De este modo, FORTINET proporciona flexibilidad para combinar la simplicidad 
y escalabilidad del FortiSandbox SaaS con la potencia y personalización del 
FortiSandbox local´”. Por ello, sostiene que la recurrente “está indicando en el 
contenido del sobre 2 el criterio evaluable mediante fórmulas matemáticas 3.4 
`Si SÍ se pueden enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio que 
proporcione la ACCYL (propia o de un tercero) o NO se puede´, al indicar que 
la solución propuesta permite usar otra sandbox externa al servicio, en concreto 
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un FortiSandbox on-premises (…)”. Concluye que “la oferta presentada por (la 
recurrente) incluye en el sobre 2 referencias claras y evidentes al contenido 
de la oferta de criterios automáticos que formarán parte del sobre 3”. 

 
Frente a ello, la recurrente alega que “la exclusión se fundamenta en 

un informe técnico de la Mesa de contratación que extrae de forma parcial y 
aislada una frase contenida en el apartado 3.10 de la Memoria Técnica, 
prescindiendo del contexto completo del apartado y atribuyéndole un 
significado que no se desprende de su tenor literal ni de una lectura sistemática 
de la oferta”. 

 
Argumenta que “la información incluida responde a una explicación 

técnica exigida por el PPT, relativa a la calidad de las tecnologías utilizadas y 
a la personalización de los entornos de sandbox, sin que en ningún momento 
se afirme, ni explícita ni implícitamente, la opción SÍ/NO correspondiente al 
criterio automático”. 

 
Afirma que existe una “ambigüedad objetiva en la interpretación 

conjunta de los pliegos (…) que no puede resolverse en perjuicio del licitador, 
ni servir de fundamento para una exclusión, máxime cuando la explicación 
cuestionada deriva directamente del cumplimiento de una exigencia técnica 
impuesta por el propio PPT”. 

 
Manifiesta que esta “forma de proceder no satisface las exigencias de 

motivación reforzada (…) al no explicar de qué manera el contenido íntegro 
del apartado permitiría conocer de forma clara, directa e inequívoca el valor 
correspondiente a un criterio evaluable mediante fórmulas, ni por qué dicha 
explicación técnica, exigida por el PPT, no admite interpretación alternativa 
conforme a Derecho”.  

 
Concluye que “la exclusión acordada carece de la motivación exigible y 

se apoya en una lectura fragmentaria y descontextualizada de la oferta, 
contraria a la doctrina consolidada de este Tribunal”. 

 
Por último, cita varias resoluciones de este Tribunal que contienen la 

doctrina seguida en supuestos de contaminación de sobres.  
 
 Expuestas las alegaciones de la recurrente, para resolver esta cuestión 
ha de partirse del artículo 1 de la LCSP, que establece como uno de los fines 
de la regulación de la contratación del sector público el de garantizar que se 
ajusta al principio de no discriminación e igualdad de trato de los candidatos. 
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En el mismo sentido, el artículo 132.1 de la LCSP, relativo a la “Adjudicación 
de los contratos de las Administraciones Públicas”, dispone que “Los órganos 
de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento igualitario 
y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de transparencia 
y proporcionalidad”. 
 
 A su vez, el artículo 146.2 de la LCSP establece que “En todo caso, la 
evaluación de las ofertas conforme a los criterios cuantificables mediante la 
mera aplicación de fórmulas se realizará tras efectuar previamente la de 
aquellos otros criterios en que no concurra esta circunstancia, dejándose 
constancia documental de ello. La citada evaluación previa se hará pública en 
el acto en el que se proceda a la apertura del sobre que contenga los 
elementos de la oferta que se valorarán mediante la mera aplicación de 
fórmulas”.  
 
 Esta previsión normativa revela la voluntad legal de separar en dos 
momentos diferentes la valoración de las ofertas, en atención a que los 
criterios para su evaluación estén sujetos o no a juicio de valor, con la finalidad 
de evitar que puedan verse mediatizadas o contaminadas entre sí ambas 
valoraciones en detrimento del objetivo de asegurar la selección de la oferta 
económicamente más ventajosa que predica el artículo 1 de la LCSP. Se trata 
con ello de mantener, en la medida de lo posible, la máxima objetividad en la 
valoración de los criterios que no dependen de la aplicación de una fórmula, 
evitando que el conocimiento de la valoración de los llamados criterios 
objetivos pueda influenciar la de los sujetos a juicio de valor.   
 
 Ahora bien, la jurisprudencia (por todas, sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional de 6 de noviembre de 
2012), en general, rechaza el automatismo para excluir a los licitadores en el 
caso de inclusión en los sobres A y B (n.º 1 y n.º 2) de documentos 
correspondientes al sobre C (n.º 3). Sin embargo, se admite dicha exclusión si 
se comprueba que se ha vulnerado el secreto y ha podido influir en la 
valoración de los criterios cuantificables mediante fórmulas.  
 
 En el mismo sentido, la Resolución 574/2019, del Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales, que expone la evolución doctrinal y 
jurisprudencial sobre la materia, admite que la exclusión del licitador por la 
inclusión indebida de documentación en sobre distinto no es un criterio 
absoluto y asume la falta de automaticidad del efecto excluyente como 
consecuencia del cumplimiento defectuoso de los requisitos formales de 
presentación de las ofertas, recogida, entre otras, en la sentencia del Tribunal 
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Superior de 20 de noviembre de 2009 y en la citada sentencia de la Audiencia 
Nacional de 6 de noviembre de 2012. 
 
 Así pues, en relación con la “contaminación” de sobres, no puede 
hablarse de una posición de los tribunales, sino que esta depende de las 
circunstancias del caso concreto, lo que hace necesario acudir al principio de 
proporcionalidad, tal como concluye la Sentencia 523/2022, de 4 de mayo, del 
Tribunal Supremo, a cuyo tenor “la apreciación de la infracción del deber de 
confidencialidad en las propuestas de los licitadores en la contratación pública 
debe efectuarse con atención al principio de proporcionalidad, esto es, 
atendiendo a la relevancia de la infracción y a sus efectos desde la perspectiva 
de la finalidad de la norma”.  
 
 Como también ha señalado este Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León (entre otras, en sus recientes resoluciones 
116/2025, de 3 de julio, 180/2024, de 19 de diciembre, 136/2024, de 10 de 
octubre, o 83/2024, de 20 de junio), “En definitiva, lo relevante no es el secreto 
de las proposiciones en sí mismo sino la finalidad que persigue (la objetividad 
de la valoración y la igualdad de trato de los licitadores) de manera que podrá 
acordarse la exclusión cuando se vea comprometida la objetividad e 
imparcialidad en la valoración de los criterios subjetivos. A la hora de realizar 
esa valoración deben considerarse aspectos como la información relativa al 
criterio objetivo de adjudicación que se ha desvelado antes de tiempo (si eran 
datos desconocidos o no; si es suficiente para anticipar la oferta relativa a ese 
criterio objetivo o se trata, en cambio, de una información parcial y no 
concluyente que no permite hacer esa valoración), la relevancia de la 
valoración de ese criterio objetivo en el conjunto de la oferta y si los propios 
pliegos han podido propiciar la inclusión de esa información a destiempo”. 
 
 En consecuencia, resulta necesario analizar si el criterio objetivo de 
adjudicación automático se ha desvelado antes de tiempo de una forma 
concluyente que permita determinar su puntuación, si los pliegos han 
contribuido a la inclusión de esa información, la proporcionalidad del acuerdo 
de exclusión y el peso del criterio objetivo revelado en el sobre 2 que debía 
ser incluido por la recurrente en el sobre 3. 
  

1) En cuanto a la existencia de anticipación de la información. 
 
 En este supuesto, la cláusula 19 del PCAP regula el contenido de los 
sobres. En concreto, respecto al contenido del sobre n.º 2 correspondiente a los 
criterios ponderables en función de un juicio de valor, establece lo siguiente: 
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“Se aportarán los documentos que permitan valorar la oferta de 
acuerdo con los criterios de adjudicación ponderables en función de un juicio 
de valor indicados en el cuadro de características y en el Anexo nº 5 de este 
pliego. 
 

»Toda la documentación que consideren para la correcta 
valoración de lo que oferten para cada uno de los criterios de adjudicación. 
Cada oferta será presentada en un documento de un máximo de 30 páginas 
(sin contar portadas e índices), letra Arial, 11 puntos e interlineado sencillo, o 
similares, o mejor legibles, en tamaño A4. No se tendrán en cuenta las páginas 
posteriores a la 30 ni los contenidos de los enlaces web incorporados al 
documento (…)”. 
 
 Por otro lado, el Anexo 5 del PCAP establece los criterios para la 
adjudicación. En particular, regula los criterios valorables mediante un juicio 
de valor que deben incluirse en el sobre 2, a los que otorga una puntuación 
máxima de 41 puntos, y los criterios automáticos que deben incluirse en el 
sobre 3, a los que atribuye una puntuación máxima de 59 puntos. 
 
 La mesa de contratación considera que la memoria técnica de la 
recurrente anticipó el contenido del criterio automático regulado en la página 
44 del PCAP: 
 

“4. Se valorará si SÍ se pueden enviar detonaciones a otra 
sandbox externa al servicio que proporcione la ACCYL (propia o de un tercero) 
o NO se puede. Se proporcionará la máxima puntuación al licitador que SÍ lo 
oferte y con 0 puntos a quién NO lo oferte. Hasta 1 punto”. 
 
 Por tanto, la mesa de contratación afirma que la memoria técnica de la 
recurrente incluye referencias “claras y evidentes” que permiten concluir que 
la solución propuesta permite enviar detonaciones a otra sandbox externa al 
servicio que proporcione la ACCYL (propia o de un tercero). 
 
 La página 16 de la memoria de la recurrente expone en el apartado 
3.10 relativo a la calidad de las tecnologías utilizadas, especialmente la 
personalización de las máquinas virtuales en las que se detone el posible 
malware wn sandbox, lo siguiente: 
 

“El servicio SaaS de Sandbox integrado en FortiSASE opera con 
configuraciones estándar en las máquinas virtuales utilizadas para la 
detonación y análisis del posible malware, que garantizan una detección eficaz 
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y optimizada según las mejores prácticas de FORTINET. Sin embargo, el 
Sandbox que utiliza la ACCyL, FortiSandbox on-premises, propio de FORTINET, 
que cuenta con integración nativa completa dentro del ecosistema FortiSASE, 
permite personalizar detalladamente las máquinas virtuales usadas para el 
análisis y detonación de posibles malware, adaptando configuraciones 
específicas a sus necesidades para maximizar la eficacia en detección y 
mitigación de amenazas avanzadas.  
 

»De este modo, FORTINET proporciona flexibilidad para 
combinar la simplicidad y escalabilidad del FortiSandbox SaaS con la potencia 
y personalización del FortiSandbox local”. 

 
El informe técnico en el que se valoran los criterios dependientes de un 

juicio de valor, emitido el 10 de diciembre de 2025 (firmado por el jefe del 
Servicio de Telecomunicaciones y por un técnico de seguridad de la 
información), establece, tras detallar el contenido del apartado 3.10 de la 
memoria de la recurrente, que “AMBAR está indicando en el contenido del 
sobre 2 el criterio evaluable mediante fórmulas matemáticas 3.4 `Si SÍ se 
pueden enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio que 
proporcione la ACCYL (propia o de un tercero) o NO se puede´, al indicar que 
la solución propuesta permite usar otra sandbox externa al servicio, en 
concreto un FortiSandbox on-premises (las instalaciones de la ACCyL) externo 
a la solución. Por tanto, la oferta presentada por AMBAR incluye en el sobre 2 
referencias claras y evidentes al contenido de la oferta de criterios automáticos 
que formarán parte del sobre 3”. 

 
La notificación de la exclusión a la recurrente se limita a reproducir el 

contenido del informe técnico.  
 
Por consiguiente, el informe técnico deduce que el hecho de ofertar la 

recurrente una sandbox externa al servicio, en concreto un FortiSandbox on-
premises, implica, de forma clara, que su propuesta sí puede enviar 
detonaciones a otra sandbox externa al servicio. 

 
Por lo que se refiere a la valoración técnica de las ofertas presentadas 

por los licitadores y su enjuiciamiento y control por los tribunales, es preciso 
recordar que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado, de manera 
reiterada, que la Administración goza de discrecionalidad técnica en la 
ponderación de criterios evaluables en función de juicios de valor; por lo que, 
al tratarse de cuestiones que se evalúan aplicando criterios estrictamente 
técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta 
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manifiesto que este Tribunal carece de la suficiente formación para entrar en 
consideraciones estrictamente técnicas. Ello no obsta para que el Tribunal 
pueda analizar tal valoración, pero tal examen debe quedar circunscrito a sus 
aspectos formales, tales como normas de competencia o procedimiento, la 
vigilancia de que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios o que no se haya incurrido en error material. 
 

Por ello, en este caso la función de este Tribunal se limita a determinar 
si la valoración es arbitraria, discriminatoria, ambigua o errónea. Tal y como 
se ha expuesto, este Tribunal carece de los conocimientos técnicos adecuados 
para determinar si el hecho de ofertar la recurrente la solución de sandbox 
FortiSandbox on-premises implica, de forma clara, que su propuesta sí puede 
enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio que proporcione la 
ACCYL (propia o de un tercero). 

 
En este sentido, como punto de partida resulta ilustrativa la explicación 

que presenta el informe técnico del órgano de contratación, de 16 de enero 
de 2026, en el que se responde a las alegaciones de la recurrente y se explica 
la funcionalidad sandbox: 

 
“(…) La funcionalidad sandbox permite que software sospechoso 

de ser malware (software malicioso) identificado en la navegación web por 
protocolos HTTP y HTTPS, la navegación web habitual, sea `detonado´ 
(ejecutado) en una ̀ caja de arena´ (traducción de la palabra inglesa sandbox) 
antes de pasar a los sistemas corporativos de la Administración que se 
pretenden proteger con el servicio objeto del contrato.  

 
»En esa `caja de arena´ se puede identificar el comportamiento 

del posible malware (técnicamente referido como que se `detona´ el posible 
malware) lo que permite tomar decisiones respecto del software (p.ej., 
bloquearlo si se confirma la sospecha y si resulta ser malware). Lo más 
relevante es que esa ̀ detonación´ tiene impacto limitado a la ̀ caja de arena´, 
de manera que no daña nada más y, mucho menos, los sistemas que se 
pretenden proteger. Para el siguiente software sospechoso de ser malware 
que se identifique se contará con otra `caja de arena´ lista para la detonación 
y así sucesivamente (…). 

 
»Al igual que puede ocurrir con otros filtros o análisis, en que 

contar con varias alternativas incrementa la posibilidad de detectar algo que 
pase desapercibido por un primer filtro o análisis, contar con la posibilidad de 
`detonar´ el software sospechoso de ser malware en varios sistemas sandbox 
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(a modo de alternativa) `externa al servicio´ objeto del contrato, `que 
proporcione la ACCYL (propia o de un tercero)´ mejora el servicio ofertado 
(…)”. 

 
Una vez aclarada esta cuestión, en los términos expuestos, el informe 

técnico en el que se valoran los criterios dependientes de un juicio de valor 
constata que la solución sandbox FortiSandbox on-premises que propone la 
recurrente en su oferta técnica anticipa claramente el criterio automático 
relativo a si se pueden enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio 
que proporcione la ACCYL (propia o de un tercero). Así, el informe sostiene 
que la oferta técnica de la recurrente anticipa información que permite concluir 
que su propuesta puede enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio 
que proporcione la ACCYL.  

 
La recurrente no aporta, aparte de sus afirmaciones, prueba alguna que 

permita desvirtuar el contenido del informe técnico y acreditar que la 
información contenida en su memoria técnica no supone una anticipación del 
expresado criterio automático. Por ello, siguiendo la presunción de acierto del 
informe técnico que no aparece destruida en este caso, se considera que la 
recurrente sí anticipa en su oferta técnica información que permite concluir de 
forma cierta que obtendrá un punto en el criterio automático expresado.  

 
Ahora bien, acreditada la anticipación en el sobre 2 de la recurrente de 

la información relativa al envío de detonaciones a otra sandbox externa al 
servicio que proporcione la ACCYL, resulta necesario analizar el resto de 
criterios señalados, esto es, si la infracción del secreto de la proposición ha 
sido propiciada por la redacción de los pliegos, la proporcionalidad de la 
exclusión y el peso atribuido al criterio automático anticipado.  

 
2) En cuanto a la redacción de los pliegos. 
 
La recurrente sostiene que “el criterio 3.10 del PPT impone 

expresamente al licitador la obligación de explicar la calidad de las tecnologías 
utilizadas, con especial referencia a la personalización de las máquinas virtuales 
en las que se detona el malware en sandbox. Sin embargo, el PCAP no delimita 
con claridad qué nivel de explicación técnica resulta admisible ni cuándo dicha 
explicación podría considerarse una referencia indebida a criterios evaluables 
mediante fórmulas”. Por ello, considera que existe una ambigüedad objetiva 
en la redacción de los pliegos que motivó su exclusión. 
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En este supuesto, en el Anexo 5 del PCAP se regula como criterio 
dependiente de un juicio de valor que debe constar en la memoria técnica del 
sobre 2 la “Calidad de las tecnologías utilizadas, especialmente la personalización 
de las máquinas virtuales en las que se detone el posible malware en sandbox”.  

 
Este criterio es distinto del criterio automático regulado en el Anexo 5 

que debe figurar en el sobre 3, referido a la posibilidad de enviar detonaciones 
a otra sandbox externa al servicio que proporcione la ACCYL (propia o de un 
tercero). 

 
Por tanto, como establece el informe técnico al recurso del órgano de 

contratación, queda claro que en el sobre 2 se debe aportar información para 
valorar el criterio valorable mediante un juicio de valor vinculado con la calidad 
de la protección que la prestación funcional sandbox del servicio objeto del 
contrato aporta detonando posible malware. Por consiguiente, en este sobre 
debe únicamente constar la explicación técnica de la protección que aporta la 
prestación funcional sandbox del servicio objeto del contrato. 

 
Esta información es distinta de la que debe constar en el sobre 3, relativa 

a la posibilidad de enviar detonaciones a otra sandbox externa al servicio 
objeto del contrato que proporcione la ACCyL.  

 
En virtud de lo expuesto, resulta acreditado que los pliegos no dejan 

lugar a dudas del contenido de cada uno de los sobres, sin que pueda 
reprocharse errores, oscurantismo o falta de claridad en su redacción, sino que 
ha de ser la pericia y la diligencia de los licitadores el elemento necesario para 
saber formalizar bien sus ofertas. 

 
A mayor abundamiento, la recurrente no ha impugnado los pliegos en el 

momento procesal oportuno ni formula mediante este recurso una impugnación 
indirecta de los mismos. 

 
 Descartada la alegación sobre el error imputable a los pliegos, resta por 
analizar la proporcionalidad del acuerdo de exclusión y el peso del criterio 
objetivo revelado en el sobre 2 que debía ser incluido por la recurrente en el 
sobre 3. 
 

3) Proporcionalidad del acuerdo de exclusión y valoración del criterio 
automático anticipado. 
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 La cláusula 20 del PCAP establece que “Se considerarán defectos no 
subsanables que podrían motivar la exclusión del licitador, la confusión en la 
inclusión de la documentación correspondiente al sobre nº 3 en el sobre nº 2, 
así como la inclusión de la documentación relativa a los sobres números 2 o 
3, en el sobre n.º 1. Igualmente podría ser causa de exclusión cualquier 
referencia que se haga de forma clara y evidente al contenido de la oferta de 
criterios automáticos en los sobres n.º 1 y n.º 2”. 
 
 Por tanto, el PCAP establece que la referencia clara y evidente en el 
sobre 2 al contenido de criterios automáticos “podría ser causa de exclusión”. 
Los pliegos, de forma acertada, regulan con carácter potestativo la posibilidad 
de exclusión cuando se aprecie que se anticipa en el sobre 2 información 
relativa a criterios automáticos. Por consiguiente, parece lógico pensar que, 
una vez detectada la anticipación clara de un criterio automático, la mesa de 
contratación debe ponderar motivadamente si esa anticipación menoscaba la 
objetividad de la valoración y el tratamiento igualitario de los licitadores como 
valores que se tratan de preservar mediante el secreto de las proposiciones. 
 
 En este supuesto, la notificación de la exclusión se limita a reproducir 
el contenido del informe técnico sin valorar estas circunstancias. Por tanto, 
resulta acreditado que la mesa de contratación no ha ponderado, ni siquiera 
mínimamente, si la anticipación del criterio automático referido menoscaba la 
valoración de los criterios dependientes de un juicio de valor. La mesa de 
contratación realiza una exclusión automática del licitador.   
 
 Conviene recordar que la sentencia del Tribunal Supremo de 4 de mayo 
de 2022 establece que “la apreciación de la infracción del deber de 
confidencialidad en las propuestas de los licitadores en la contratación pública 
debe efectuarse con atención al principio de proporcionalidad, esto es, 
atendiendo a la relevancia de la infracción y a sus efectos desde la perspectiva 
de la finalidad de la norma”. 
 
 Ahora bien, en el juicio de proporcionalidad hay que atender no a que 
la puntuación sea decisiva para la adjudicación, ya que es evidente que 
cualquier puntuación (por ejemplo 0,01) es trascendente, sino a si la puntuación 
es relevante para menoscabar la objetividad del evaluador del criterio sujeto 
a un juicio de valor, puntuación parcial que se desconoce cómo va a influir 
finalmente en la puntuación total. 
 
 En este caso, la información adelantada tiene una puntuación de 1 punto. 
En consecuencia, representa una puntuación ínfima y supone un adelanto de 
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un 1 % de la puntuación global. Esta circunstancia no pone en peligro la 
objetividad de la valoración de los criterios sujetos a juicios de valor. La mesa 
de contratación no ofrece argumento alguno que faculte una conclusión opuesta.    
 
 En atención a lo expuesto, ha de concluirse que la información anticipada 
relativa a la posibilidad de enviar detonaciones a otra sandbox externa al 
servicio que proporcione la ACCYL carece de la relevancia necesaria, tomando 
en consideración su ponderación en el conjunto de la oferta, para incidir en la 
valoración de los criterios que dependen de un juicio de valor. Por este motivo, 
teniendo en cuenta las consecuencias de la infracción del deber de secreto de 
la oferta a la vista del principio de proporcionalidad, y al no haber aportado la 
mesa de contratación información o argumentos que permitan alcanzar otra 
conclusión, no se considera ajustada a derecho la exclusión de la oferta de la 
recurrente, lo que determina la anulación de la resolución de exclusión y la 
retroacción de actuaciones al momento inmediatamente anterior a la exclusión, 
a fin de que se valore su proposición y prosiga la tramitación del procedimiento 
de contratación conforme a derecho. 
 

En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar el recurso especial en materia de contratación n.º 

13/2026, interpuesto por Ambar Telecomunicaciones, S.L. contra la resolución 
de la mesa de contratación, de 18 de diciembre de 2025, por la que se acuerda 
su exclusión de la contratación de un servicio de protección de la navegación 
web corporativa en la nube, que se anula, y ordenar la retroacción al momento 
inmediatamente anterior a la exclusión, para que se proceda a valorar la oferta 
de la recurrente de acuerdo con lo expuesto en esta resolución. 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  
 
Tercero.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución. 
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De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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